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Sr. Adolfo Arguedas Fernández




         06 de febrero, 2004


DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  00292
06 de febrero, 2004

DI-AA-0084

Señor

Adolfo Arguedas Fernández

Subdirector, Asesoría Jurídica

Ministerio de Gobernación y Policía

Estimado señor:

Asunto: Contrato suscrito entre el Ministerio de Gobernación y Policía y el Consorcio Inversiones Font S.A. e Inversiones Familiares Cañas y Díaz S.A. por concepto de arrendamiento de bien inmueble para albergar a la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad

Se da respuesta a su oficio ALG-1552-2003 mediante el cual se somete a la consideración de esta Unidad -a efectos de otorgar el refrendo constitucional- el contrato de arrendamiento de bien inmueble para albergar a la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad, el cual fue suscrito entre el Ministerio de Gobernación y Policía y el Consorcio Inversiones Font S.A. e Inversiones Familiares Cañas y Díaz S.A.

Una vez realizado el estudio de rigor, se procede a devolver el Contrato de marras sin la debida aprobación al observarse que esa Administración no cumplió con lo establecido por la Sala Constitucional en materia de degradación de procedimientos en su Voto 998-98 de las once horas treinta minutos del dieciséis de febrero de mil novecientos noventa y ocho.

Dentro de la resolución citada se conoció una impugnación interpuesta en contra del artículo 30 de la Ley de Contratación Administrativa, habiéndose referido la Sala Constitucional al respecto de la siguiente manera:

“Lo que la norma impugnada permite es "aliviar" los procedimientos licitatorios en la contratación administrativa, lo que no la convierte en inconstitucional, ya que aunque se ha indicado que la licitación constituye un "procedimiento de garantía del interés público", como mecanismo más apto para el control de los fondos públicos -Hacienda Pública-, en el cual se garantizan los principios constitucionales derivados del artículo 182 de la Constitución Política, tales como la libre concurrencia, igualdad de trato entre todos los oferentes, publicidad, legalidad, seguridad jurídica, formalismo de los procedimientos licitatorios, equilibrio de intereses, principio de buena fe, mutualidad del contrato, equilibrio financiero, transparencia de los procedimientos y control de los mismos, no parece lógico sujetar a la Administración para que reitere un procedimiento determinado, cuando por motivos a ella ajenos -como lo podrían ser la falta de participación o de presentación de ofertas-, el mismo resulta infructuoso. Ahora bien, precisamente en atención a la naturaleza de la licitación (como procedimiento de garantía del interés público, se reitera), es que esta "degradación" en la rigurosidad de los procedimientos licitatorios en la contratación administración debe siempre ir precedida de la debida autorización de la Contraloría General de la República, por ser la suya la principal función fiscalizadora de la actividad contractual del Estado y como jerarca impropio de la Administración en pleno en esta tarea, sobre todo, porque las causas del fallido procedimiento más bien podrían encontrarse motivadas en las propias actuaciones u omisiones de la administración contratante, como lo es la falta de claridad del cartel, el retardo en la calificación o valoración de las ofertas, la falta de rigurismo en la selección del cocontratante, o la ausencia de publicidad del concurso, lo que necesariamente llevaría al órgano contralor a negarle esta autorización. Si no se exigiera este control previo a cargo de la Contraloría, estima esta Sala que fácilmente la Administración podría obviar y burlar los procedimientos de contratación, y lo más grave aún, motivado en su propia negligencia, lo que sí resultaría inconstitucional, en atención a la flagrante violación del artículo 182 constitucional que ello implicaría. 

(...) de manera que con fundamento en las razones anteriores, es que procede desestimar la impugnación del artículo 30 impugnado”. (El subrayado no corresponde al original).

Así las cosas y dado el no acatamiento de lo expuesto  por la Sala Constitucional sobre la materia, se devuelve el documento contractual sin la correspondiente autorización.

Atentamente,

Licda. Carolina Cubero Fernández

Fiscalizadora Asociada
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